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Panel integrado por su presidente, el Juez Rivera Colón, el Juez 

Monge Gómez y el Juez Cruz Hiraldo. 
 

Rivera Colón, Juez Ponente. 
 
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 2 de agosto de 2024. 

Comparece ante nos, la señora Lydia Idanis Otero 

Encarnación (Sra. Otero Encarnación o peticionaria) quien 

presentó recurso de Certiorari en el cual solicita la revisión de dos 

“Ordenes” emitidas el 7 de junio de 2024,1 por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de Vega Baja. Mediante los referidos 

dictámenes, el foro primario: (1) declaró Ha Lugar el escrito en 

“Oposición a Moción en Cumplimiento de Orden” presentado por la 

señora Wanda I. Fontán Ocasio, el señor Federico Robles Collazo y 

la Sociedad Legal de Bienes Gananciales compuesta por ambos (en 

conjunto, recurridos), y (2) ordenó a la peticionaria a pagar los 

gastos incurridos por los recurridos en el trámite post-sentencia y 

apelativo, incluyendo honorarios de abogado. 

Examinada la solicitud de autos, la totalidad del expediente 

y el estado de derecho aplicable ante nuestra consideración, 

expedimos el auto de Certiorari y revocamos el dictamen mediante 

los fundamentos que expondremos a continuación. 

 
1 Notificadas el 10 de junio de 2024. 
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I. 

El 14 de agosto de 2019, los recurridos radicaron una 

“Demanda” por cobro de dinero y ejecución de hipoteca contra la 

Sra. Otero Encarnación.  En resumidas cuentas, alegaron haber 

suscrito un contrato de préstamo con garantía hipotecaria con la 

peticionaria, y que esta última incumplió con dicho acuerdo al no 

hacer el pago en la fecha de su vencimiento.  Por esta razón, 

solicitaron la suma de $12,000.00 en concepto de principal, más 

$5,000.000 por costas, gastos y honorarios de abogado, según 

pactados. 

Tras varios trámites procesales impertinentes al caso, el 23 

de junio de 2021, TPI dictó “Sentencia en Rebeldía”, y condenó a la 

Sra. Otero Encarnación al pago de las cantidades reclamadas, 

entiéndase, la suma de $12,000.00 por concepto de principal, más 

$5,000.000 por costas, gastos y honorarios de abogado, según 

pactados. 

Así las cosas, el 4 de octubre de 2021, la peticionaria 

presentó una “Moción Informativa y para Paralizar Procedimiento”, 

e informó que se encontraba protegida por un procedimiento de 

quiebra iniciado el 22 de julio de 2020.  Ante este hecho, el 7 de 

octubre de 2021,2 el foro a quo ordenó la paralización de los 

procedimientos post-sentencia. 

No obstante, la quiebra fue desestimada el 25 de agosto de 

2022.  Aunque la Sra. Otero Encarnación presentó un segundo 

caso de quiebra el 17 de enero de 2023, lo cierto es que, el 16 de 

febrero de 2023, la Corte de Quiebras emitió una orden en la cual 

dejó sin efecto la paralización automática respecto a los recurridos, 

permitiendo la continuación de los trámites de ejecución de 

hipoteca.3 

 
2 Notificada el 8 de octubre de 2021. 
3 Véase, apéndice pág. 24. 
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En vista de lo anterior, el 11 de agosto de 2023, la Sra. Otero 

Encarnación presentó una “Moción Solicitando Relevo de 

Sentencia”,4 la cual fue declarada No Ha Lugar mediante “Orden” 

emitida y notificada el 23 de octubre de 2023.5  Además, ordenó la 

continuación de los procedimientos post-sentencia. 

Oportunamente, la peticionaria recurrió de dicha 

determinación ante este Tribunal de Apelaciones. Mediante 

“Sentencia” emitida el 8 de marzo de 2024,6 este foro apelativo 

confirmó la “Orden” recurrida. 

Devuelto el mandato correspondiente, el 2 de mayo de 2024, 

los recurridos presentaron su “Memorando de Costas” ante el TPI. 

Solicitaron la suma total de $5,939.50.  Dicha cuantía se desglosa 

de la siguiente manera: (1) $102.00 en aranceles de presentación 

de contestación a apelación, (2) $500.00 en gastos del proceso (5 

sets de copias y sus apéndices), y (3) $5,337.50 en honorarios de 

abogado. 

Concedido un término para oponerse, el 6 de mayo de 2024, 

la Sra. Otero Encarnación presentó una “Moción en Cumplimiento 

de Orden”, y argumentó que: (1) no tenía reparos en cuanto a la 

cuantía de aranceles, (2) la suma solicitada por concepto de copia 

es excesiva, puesto que las copias de su recurso, incluyendo sus 

apéndices, tuvieron un costo de $130.00, y (3) la cuantía solicitada 

en concepto de honorarios de abogado es onerosa, y constituye un 

enriquecimiento injusto. Solicitó se tomase en consideración que 

ya se habían pagado $5,000.00 en honorarios, según disponía la 

“Sentencia en Rebeldía”.7 

En igual fecha, la Sra. Otero Encarnación presentó una 

“Moción Informativa y Solicitud de Remedios”, y solicitó al tribunal 

 
4 “Moción Solicitando Relevo de Sentencia al Amparo de la Regla 49.2 (D) de 
Procedimiento Civil, 32 LPRA V”. 
5 Véase, SUMAC entrada 36. 
6 Notificada el 11 de marzo de 2024. 
7 La peticionaria remitió a los recurridos un cheque por la suma de $17,000.000, en pago 
de los $12,000.000 de principal y los $5,000.00 de honorarios y costas, según disponía la 
“Sentencia en Rebeldía”. 
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que tomara conocimiento del hecho de que se pagó la totalidad de 

la sentencia dictada. 

Por su parte, el 27 de mayo de 2024, los recurridos 

presentaron una “Oposición a Moción Informativa y Solicitud de 

Remedios”, y expusieron que la mera entrega del cheque por la 

suma de $17,000.00 no satisfizo la totalidad de la sentencia.  Esto, 

debido a que no incluía todos los gastos hechos por los recurridos 

en el trámite post-sentencia y apelativo. 

Al día siguiente, entiéndase, el 28 de mayo de 2024, los 

recurridos presentaron su “Oposición a Moción en Cumplimiento 

de Orden”, y reiteraron que la cantidad de $5,000.00 pagados en 

honorarios de abogado no incluye los gastos incurridos durante la 

etapa de ejecución de la sentencia, y tampoco los de apelación.  

Asimismo, solicitaron al tribunal determinar que la peticionaria fue 

temeraria en la tramitación del pleito, y le imponga el pago de los 

honorarios peticionados. 

Atendidas sus posturas, el 7 de junio de 2024,8 el TPI emitió 

una primera “Orden”, por la cual ordenó a la peticionaria a pagar 

los gastos incurridos en el proceso post-sentencia y apelativo, 

según solicitados por los recurridos.  Ese mismo día, o sea, el 7 de 

junio de 2024,9 el foro recurrido emitió una segunda “Orden”, y 

declaró Ha Lugar el escrito en “Oposición a Moción en 

Cumplimiento de Orden” presentado por los recurridos. 

Insatisfecha, la Sra. Otero Encarnación recurre ante este 

foro apelativo intermedio, y señala la comisión de los siguientes 

errores, a saber: 

Primer Error 
 

Cometió error el Tribunal de Primera Instancia al impoer 
[sic] costa y honorarios de abogado adicionales a los 
pactado por la [sic] partes como parte del contrato de 
compraventa y constitución de hipoteca. 

 

 
8 Notificada el 10 de junio de 2024. 
9 Notificada el 10 de junio de 2024. 
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Segundo Error 
 

Cometió error el Tribunal de Primera Instancia en su 
aplicación del uso de discreción al conceder honorarios 
post sentencia y en costas de proceso apelativo 
modificando el contrato original de adhesión entre las 
partes. 

 
Tercer Error 
 

Cometió error el Tribunal de Primera Instancia al 
conceder honorarios de abogado en solicitud post 
sentencia cuando la sentencia contepla [sic] una 
suma de costas, gastos y honorarios en la suma de 
$5,000.00. 

 

Cuarto Error en la Alternativa 
 

Cometió error el Tribunal de Primera Instancia al no 
dar por satisfecha la Sentencia del 23 de junio de 
2021, ya que la misma fue pagada en su totalidad el 
6 de mayo del 2024.  Cuando no existía Orden 
alguna sobre pago de costas por caso ante el TA. O 
por costas Post Sentencia además que la acción de 
ejecución de hipoteca es una acción in rem cuyo 
cobro se da sobre el inmueble por la suma de la 
hipoteca, la imposición de honorarios, gastos y 
costas en una acción in rem no proceden contra el 
inmueble solo contra la parte. 

 
Quinto Error en la Alternativa 
 

Cometió error el Tribunal de Primera Instancia a 
despachar con un ha lugar una solicitud de 
honorarios sin haber determinaciones de hecho y 
derecho de que la parte contra quien se dictó 
sentencia actuara de forma temeraria, sin haberse 
sometido desglose de facturas, contrato de 
honorarios y evidencia de los pagos. 

 

                                               II.  

-A- 
 

Las costas son “los gastos, en que se haya incurrido 

necesariamente en la tramitación de un pleito o procedimiento, que 

un litigante debe reembolsar a otro por mandato de ley o por 

determinación discrecional del juez”. ELA v. El Ojo de Agua 

Development, 205 DPR 502, 527 (2020), citando a R. Hernández 

Colón, Práctica jurídica de Puerto Rico: derecho procesal civil, 6ta 

ed., San Juan, Ed. LexisNexis, 2017, Sec. 4201, pág. 426.  En 

nuestro ordenamiento jurídico, la concesión de costas está 
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regulada por la Regla 44.1(a) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. 

V, R. 44.1(a), la cual dispone que: 

Las costas se concederán a la parte a cuyo favor se 
resuelva el pleito o se dicte sentencia en apelación o 
revisión, excepto en aquellos casos en que se disponga 
lo contrario por ley o por estas reglas. Las costas que 
podrá conceder el tribunal son los gastos en que se 
incurra necesariamente en la tramitación de un pleito o 
procedimiento que la ley ordena o que el tribunal, en su 
discreción, estima que una parte litigante debe 
reembolsar a otra. 

 
Así, la precitada Regla 44.1(a) de Procedimiento Civil, supra, 

“tiene una función reparadora, ya que permite el reembolso de los 

gastos necesarios y razonables que tuvo que incurrir la parte 

prevaleciente del pleito en su tramitación”.  Rosario Domínguez et 

al. v. ELA et al., 198 DPR 197, 211 (2017).  Una vez reclamadas, “la 

imposición de costas a beneficio de la parte prevaleciente resulta 

mandatoria”.  Maderas Tratadas v. Sun Alliance et al., 185 DPR 

880, 934 (2012).  Ahora bien, su concesión no opera de forma 

automática.  ELA v. El Ojo de Agua Development, supra, a la pág. 

528.  A esos efectos, la Regla 44.1(b) de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V, R. 44.1(b), establece el trámite requerido para solicitar 

la concesión de las costas e indica lo siguiente: 

La parte que reclame el pago de costas presentará al 
tribunal y notificará a la parte contraria, dentro del 
término de diez (10) días contados a partir del archivo 
en autos de copia de la notificación de la sentencia, una 
relación o memorándum de todas las partidas de gastos 
y desembolsos necesarios en que se incurrió durante la 
tramitación del pleito o procedimiento. 
 

Este plazo de 10 días es improrrogable, y su cumplimiento 

tardío priva al tribunal de autoridad para considerar y aprobar las 

costas reclamadas.  Véase Regla 68.2 de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V, R. 68.2.  Adicionalmente, “el tribunal tiene amplia 

discreción para evaluar la razonabilidad y determinar la necesidad 

de los gastos detallados”.  Rosario Domínguez et al. v. ELA et al., 

supra, a la pág. 212. 
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Por otro lado, La Regla 44.1(c) de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V, R. 44.1(c), provee para la concesión de costas en la 

etapa apelativa.  En términos literales, la precitada regla dispone 

que: 

La parte a cuyo favor un tribunal apelativo dicte 
sentencia presentará en la sala del Tribunal de Primera 
Instancia que decidió el caso inicialmente y notificará a 
la parte contraria, dentro del término jurisdiccional de 
diez (10) días contados a partir de la devolución del 
mandato y conforme a los criterios establecidos en el 
inciso (b) anterior, una relación o memorándum de todas 

las partidas de gastos y desembolsos necesarios en que 
se haya incurrido para la tramitación del recurso en el 
Tribunal de Apelaciones y en el Tribunal Supremo, 
según corresponda. 

 

-B- 

La Regla 44.1 (d) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 

44.1 (d), rige lo concerniente a la imposición de honorarios de 

abogado.  Pertinente al caso que nos ocupa dispone lo siguiente:   

(d) Honorarios de abogado – En caso de que cualquier 
parte o su abogado o abogada haya procedido con 
temeridad o frivolidad, el tribunal deberá imponerle en 
su sentencia al responsable el pago de una suma por 
concepto de honorarios de abogado que el tribunal 
entienda correspondan a tal conducta.  En caso de que 
el Estado Libre Asociado de Puerto Rico, sus municipios, 
agencias o instrumentalidades haya procedido con 
temeridad o frivolidad, el tribunal deberá imponerle en 
su sentencia una suma por concepto de honorarios de 
abogado, excepto en los casos en que esté 
expresamente exento por ley del pago de honorarios de 

abogado.   

  
El propósito de la imposición de honorarios por temeridad es 

“establecer una penalidad a un litigante perdidoso que, por su 

terquedad, obstinación, contumacia e insistencia en una actitud 

desprovista de fundamentos, obliga a la otra parte, 

innecesariamente, a asumir las molestias, gastos, trabajo e 

inconveniencias de un pleito”. Andamios de P.R. v. Newport 

Bonding, 179 DPR 503, 520 (2010), citando Fernández v. San Juan 

Cement Co., Inc., 118 DPR 713, 718 (1987). 
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Se entiende que un abogado, abogada o una de las partes 

actúa temerariamente cuando obliga a otra u otras partes a 

incurrir en gastos innecesarios al presentar reclamaciones frívolas, 

dilatar los procesos ya instados, o crear gestiones evitables. 

Marrero Rosado v. Marrero Rosado, 178 DPR 476, 504 (2010); Jarra 

Corp. v. Axxis Corp., 155 DPR 764, 779 (2001).  Es una actitud que 

se proyecta sobre el procedimiento y que afecta el buen 

funcionamiento y la administración de la justicia.   Aunque la 

imposición de honorarios de abogado es discrecional, 

“[d]eterminada la existencia de temeridad, la condena de 

honorarios es imperativa”.  Blás v. Hosp. Guadalupe, 146 DPR 267, 

334 (1998). 

Ahora bien, no procede la imposición del pago de honorarios 

de abogado en las siguientes circunstancias, a saber: (1) cuando lo 

que se enuncia ante el tribunal son controversias complejas y 

novedosas que no han sido resueltas; (2) cuando se actúa acorde 

con una apreciación errónea del derecho y no hay precedentes 

establecidos sobre el asunto, o (3) cuando existe alguna 

discrepancia genuina en cuanto a quién favorece el derecho 

aplicable.  Santiago v. Sup. Grande, 166 DPR 796, 821 (2006).  En 

estas situaciones, la temeridad es inexistente.  VS PR, LLC v. Drift-

Wind, 207 DPR 253, 277 (2021).  Sin embargo, si no está presente 

alguna de estas circunstancias, “[l]a determinación de temeridad o 

frivolidad está sujeta a la sana discreción del Tribunal de Primera 

Instancia”.  Torres Vélez v. Soto Hernández, 189 DPR 972, 993-994 

(2013).  Por ende, los tribunales apelativos sólo intervendrán con 

dicha determinación cuando surja un abuso de discreción. 

III. 

De entrada, debemos mencionar que, de conformidad con los 

criterios establecidos en la Regla 40 del Reglamento del Tribunal 

de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, esta segunda instancia 
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judicial se encuentra en posición de expedir el auto.  Ante la 

discreción que poseemos para atender el asunto, procedemos a 

resolver la controversia. 

Toda vez que los primeros tres señalamientos de error 

presentados por la parte peticionaria se encuentran íntimamente 

relacionados, procedemos a discutirlos conjuntamente. 

Según revela el tracto procesal discutido, el TPI dictó 

“Sentencia en Rebeldía” el 23 de junio de 2021, y condenó a la Sra. 

Otero Encarnación al pago total de $17,000.00, incluyendo 

$5,000.00 en concepto de costas y honorarios de abogado, según 

se había pactado en el pagaré hipotecario suscrito por las partes. 

Advenido final y firme dicho dictamen, la peticionaria 

presentó un relevo de sentencia al amparo de la Regla 49.2 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 49.2.  Evaluada su 

solicitud, el foro primario la declaró No Ha Lugar.  En desacuerdo, 

la Sra. Otero Encarnación solicitó la revisión de dicha 

determinación, y este Tribunal de Apelaciones confirmó la decisión. 

Resultando vencedores, los recurridos solicitaron costas en 

la etapa apelativa, al amparo de la Regla 44.1 (c) de Procedimiento 

Civil, supra.  Como gastos necesarios, incluyeron una partida por 

$5,337.50 en concepto de honorarios de abogado.  Para sustentar 

su postura, los recurridos argumentan lo siguiente: 

En cuanto a los Honorarios de Abogado reclamados en 
apelación por la suma de $5,337.50 son honorarios de 
abogado comúnmente cobrados en dicha etapa, 
tomando en consideración los requisitos formales para 
preparar y presentar un recurso de revisión conforme al 
Reglamento del Tribunal de Apelaciones. Este proceso 
requiere una cantidad significativa de tiempo y recursos 
por parte del abogado para presentar oportunamente el 
escrito. Aunque los argumentos y aspectos procesales 
en el recurso de apelación puedan ser similares a los 
presentados ante el Tribunal de Primera Instancia, el 
trabajo no es idéntico. Cada recurso de revisión tiene 
requisitos formales específicos que demandan un 
trabajo meticuloso, cuidado y esfuerzo. El hecho de 
haber trabajado el caso desde el TPI contribuyó a que 
los honorarios de abogado no fueran mayores. 
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Los honorarios reclamados en la etapa de apelación 
reflejan el costo razonable por el tipo de trabajo 
realizado, teniendo en cuenta la complejidad y el tiempo 
necesario para la preparación del recurso. Preparar un 
recurso de revisión implica horas de trabajo para la 
redacción del escrito y el cumplimiento de los requisitos 
formales, así como una revisión exhaustiva del 
expediente, del trámite procesal y sustantivo del caso, y 
una investigación legal adecuada.10 

 

El TPI declaró Ha Lugar la solicitud de los recurridos, 

realizando así una determinación implícita de temeridad.  Nuestro 

Máximo Foro ha expresado que, “en nuestro ordenamiento 

procesal civil[,] cuando el tribunal condena a la parte perdidosa a 

pagar honorarios de abogado, lo que puede hacer en todo tipo de 

acción, tal imposición constituye una determinación implícita de 

temeridad”.  Véase, SLG González-Figueroa v. SLG et al., 209 DPR 

138, 148 (2022). 

Tras un análisis del legajo apelativo, incluyendo los escritos 

presentados por ambas partes, concluimos que el foro recurrido 

incurrió en abuso de discreción y, consecuentemente, procede 

la revocación de las órdenes recurridas.  Veamos. 

En primer lugar, existe una distinción entre las costas y los 

honorarios de abogado.  Las costas se conceden, en todo caso, y a 

la parte que finalmente resulte victoriosa en el pleito.  Estas se 

limitan a aquellos gastos que fueron necesarios en la tramitación 

del procedimiento.  Por su parte, el pago de honorarios se le 

impone a una parte, siempre y cuando se determine que dicha 

parte o su abogado han actuado temerariamente en el trámite del 

caso. Por ende, las costas tienen una función reparadora, 

mientras que los honorarios constituyen una sanción.  A su 

vez, la imposición de costas es mandatoria contra la parte 

perdidosa, mientras que la de honorarios queda a la discreción del 

tribunal, en caso de que entienda que alguna parte ha sido 

temeraria.  Blás v. Hosp. Guadalupe, supra, a las págs. 334 y 337. 

 
10 Véase, “Oposición a la Expedición del Auto de Certiorari”, a la pág. 15. 
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Respecto a los honorarios de abogado, la Regla 44.1 de 

Procedimiento Civil, supra, concede al tribunal la facultad para 

imponer a una parte el pago de una suma por concepto de 

honorarios de abogado, siempre y cuando se determine que dicha 

parte o su abogado o abogada haya procedido con temeridad o 

frivolidad.  Por otro lado, la Regla 83 de nuestro Reglamento, 4 

LPRA Ap. XXII-B, R. 83, faculta a este Tribunal de Apelaciones a 

imponer a la parte promovente o a su abogado el pago de costas, 

gastos y honorarios de abogado, siempre y cuando el recurso ante 

nuestra consideración sea frívolo o se haya presentado con el 

propósito de dilatar los procedimientos.  Asimismo, la casuística 

ha sido consistente en que, para imponerle a una parte la sanción 

del pago de honorarios de abogado, es necesario que esta haya 

actuado temerariamente.  Pues, si la temeridad es inexistente, el 

pago de honorarios es totalmente improcedente. VS PR, LLC v. 

Drift-Wind, supra, a la pág. 277. 

Aunque la Regla 44.1 de Procedimiento Civil, supra, 

claramente distingue entre el pago de costas y honorarios de 

abogado, los recurridos incluyeron, como parte de las costas, el 

pago de honorarios de abogado.  Nuestra Alta Curia ha 

expresado que, como norma general, “en esta jurisdicción los 

honorarios de abogado no forman parte de las costas y, por lo 

tanto, no pueden ser concedidos a través de un memorando de 

costas”.  Pérez Pascual v. Vega Rodríguez, 124 DPR 529, 541 

(1989).  (Énfasis provisto).  Este caso no presenta alguna situación 

excepcional o de naturaleza especial que nos mueva a concluir lo 

contrario. 

Aun considerando la determinación implícita de temeridad 

hecha por el TPI, y el hecho de que la imposición de honorarios de 

abogado es discrecional, determinamos que el foro recurrido 



 
 

 
KLCE202400759    

 

12 

abusó de su discreción y, por lo tanto, debemos dejar sin 

efecto las órdenes recurridas. 

Los autos revelan que, la Sra. Otero Encarnación ejerció su 

derecho a solicitar la nulidad de la “Sentencia en Rebeldía” emitida 

el 23 de junio de 2021.  El hecho de que este dictamen ya fuere 

final y firme no le impedía a la peticionaria solicitar el relevo de 

sentencia, al amparo de la Regla 49.2 de Procedimiento Civil, 

supra.  Aun cuando su solicitud fuere declarada No Ha Lugar, y tal 

determinación fuese confirmada por este Foro, ello no implica que 

su petición fuese una infundada o carente de fundamentos.  

Mucho menos presupone que la peticionaria incurrió en conducta 

temeraria durante el proceso post-sentencia o apelativo. 

Por lo anterior, resolvemos que la Sra. Otero Encarnación 

no actuó temerariamente en su defensa de este pleito.  En 

cambio, la peticionaria no asumió una actitud desprovista de 

fundamentos que afecte el buen funcionamiento y la 

administración de la justicia.  Por ende, el foro recurrido abusó de 

su discreción al conceder la partida de honorarios de abogado, 

según solicitada por los recurridos. 

Toda vez que los errores cuarto y quinto son en la 

alternativa, no ameritan ser discutidos. 

Finalmente, queremos aclarar que la Sra. Otero Encarnación 

indicó que “[e]n cuanto a la cuantía de los aranceles no tenemos 

reparo”.11  Sobre la cuantía por concepto de copias, la peticionaria 

no levantó error alguno.   

IV. 

Por los fundamentos expuestos, los que hacemos formar 

parte de este dictamen, expedimos el auto de Certiorari y 

revocamos las órdenes recurridas, emitidas por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de Vega Baja, a los fines de que se elimine 

 
11 Véase apéndice pág. 36. 
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la partida concedida en concepto de honorarios de abogados de 

$5,337.50. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
 
 

 
 

 
 


